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EL T.P. SANTOS JAVIER GARZA GARCIA, PRESIDENTE MUNICIPAL DE ANAHUAC, NUEVO LEÓN, 
A LOS HABITANTES DE ESTE MUNICIPIO HACE SABER:  
 
QUE EL R. AYUNTAMIENTO DE ANAHUAC, NUEVO LEÓN, EN SESIÓN ORDINARIA DE CABILDO  
CELEBRADA EL DÍA 23 (VEINTITRES) DE FEBRERO DE 2012 (DOSMIL DOCE), CON FUNDAMENTO 
EN LOS ARTÍCULOS 115 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
Y 130 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO, ASÍ COMO LOS ARTÍCULOS 26 INCISO A) 
FRACCIÓNVII; 27 FRACCIÓN IV; Y DEL 160 AL 168 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA MUNICIPAL DEL ESTADO, APROBÓ LA EXPEDICIÓN DEL SIGUIENTE REGLAMENTO:  

 
 

REGLAMENTO DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL GOBIERNO 
MUNICIPAL DE ANAHUAC, NUEVO LEÓN. 

 
CAPÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

Artículo 1.- El presente Reglamento es de orden público y tiene por objeto regular las 
operaciones relativas a la planeación, programación, presupuestación, contratación, 
gasto y control de las adquisiciones y arrendamientos de bienes y la prestación de 
servicios de cualquier naturaleza, que realicen:  
 
I.   Las Secretarías y Unidades Administrativas del Gobierno Municipal;  
II.  Los Fideicomisos en los que el que fideicomitente sea el Gobierno Municipal.  
III. Los Organismos Descentralizados Municipales;  
 
Dentro de este ordenamiento a las Secretarias y Unidades Administrativas del Gobierno 
Municipal se les nombrara dependencias. Y a los Fideicomisos y Organismos 
Descentralizados Municipales se les nombrara entidades. 
 
Artículo 2.- Corresponde a la Secretaria Administrativa la facultad de instrumentar 
operativamente las acciones necesarias para el cumplimiento de este reglamento, a fin 
de regular el funcionamiento de la administración y optimizar los recursos destinados a 
las operaciones objeto de la misma.  
 
Artículo 3.- Las adquisiciones, arrendamientos y servicios, para los efectos de este 
Ordenamiento quedan incluidos:  
 
I.   Las adquisiciones y los arrendamientos de bienes;  
II. La contratación de los servicios relativos a bienes muebles que se encuentren 

incorporados o adheridos a inmuebles, cuyo mantenimiento no implique modificación 
alguna al propio inmueble, y sea prestado por persona cuya actividad corresponda al 
servicio requerido;  

III. La reconstrucción y mantenimiento de bienes muebles; maquila; seguros; 
Transportación de bienes muebles o personas, y contratación de servicios;  

IV. La contratación de arrendamientos de bienes;  



V. La prestación de servicios profesionales, así como la contratación de consultorías, 
asesorías, estudios e investigaciones, excepto la contratación de servicios 
personales bajo el régimen de honorarios, y  

VI. En general, los servicios de cualquier naturaleza cuya prestación genere una 
obligación de pago para el Gobierno Municipal, cuyo procedimiento de contratación 
no se encuentre regulado en forma específica por otras disposiciones legales.  

 
Artículo 4.- Para los efectos de este Reglamento se considera como proveedor, a toda 
persona que inscrita en el Registro a que se refiere el Artículo 22, está en disposición 
de suministrar al Municipio mercancías, materias primas y demás bienes muebles, así 
como aquellos que proporcionen muebles en arrendamiento o presten servicios 
generales a las dependencias y entidades de la Administración. Los proveedores 
deberán cumplir con los requisitos y procedimientos que este reglamento contempla.  
 
Artículo 5.- Será responsabilidad del Gobierno Municipal contratar los servicios 
correspondientes para mantener adecuada y satisfactoriamente asegurados los bienes 
con que cuenten.  
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable cuando por razón de la naturaleza 
de los bienes o el tipo de riesgos a los que están expuestos, el costo de aseguramiento 
represente una erogación que no guarde relación directa con el beneficio que pudiera 
obtenerse. 
 
Artículo 6.- El Municipio podrá celebrar convenios sobre la materia de este Reglamento 
con los Ayuntamientos de la Entidad, con el fin de optimizar recursos en beneficio de 
los Municipios que representen aquellos. En tal caso, deberán observarse las 
disposiciones contenida en este ordenamiento. Igualmente se aplicara en las 
operaciones que se realicen conjuntamente con recursos del Estado y los Municipios.  
 
Artículo 7.- El gasto para las adquisiciones, arrendamientos y servicios se sujetará, en 
su caso, a las disposiciones específicas del Presupuesto de Egresos, y demás 
disposiciones aplicables.  
 
Artículo 8.- En lo no previsto por este reglamento y demás disposiciones que de el se 
deriven, serán aplicables supletoriamente el Código Civil para el Estado de Nuevo León 
en materia común y la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Nuevo León.  
 
Artículo 9.- El Gobierno Municipal, previamente al arrendamiento de bienes, deberá 
realizar los estudios de factibilidad, considerando la posible adquisición mediante 
arrendamiento con opción a compra. De estipularse esta condición en el contrato, la 
misma deberá ejercerse invariablemente.  
 
Artículo 10. El Gobierno Municipal no podrá financiar a proveedores la adquisición o 
arrendamiento de bienes o la prestación de servicios, cuando éstos vayan a ser objeto 
de contratación, del propio Gobierno Municipal.  
 



Artículo 11.- En los procedimientos de contratación de carácter internacional, el 
Gobierno Municipal optará, en igualdad de condiciones, por el empleo de los recursos 
humanos del país y por la adquisición y arrendamiento de bienes producidos en el País.  
 
Artículo 12.- La Secretaría Administrativa, mediante disposiciones de carácter general, y 
en base al dictamen emitido por el Comité de Adquisiciones, oyendo la opinión de la 
Contraloría, determinará, en su caso, los bienes y servicios de uso generalizado que, en 
forma consolidada, podrán adquirir, arrendar o contratar con objeto de obtener las 
mejores condiciones en cuanto a calidad, precio y oportunidad, y apoyar en condiciones 
de competencia a las áreas prioritarias del desarrollo 
 
Artículo 13.- En la planeación de las adquisiciones, arrendamientos y servicios, las 
dependencias del Gobierno Municipal y las entidades deberán ajustarse a:  

 
I. Los objetivos y prioridades del Plan Municipal de Desarrollo y de los programas 

que correspondan.  
II. Los objetivos, metas y previsiones de recursos establecidos en los presupuestos 

de egresos.  
 
Artículo 14.- Las entidades y las dependencias del Gobierno Municipal que requieran 
contratar servicios de consultorías, asesorías, estudios e investigaciones, previamente 
verificarán si en sus archivos, existen trabajos sobre la materia de que se trate. En el 
supuesto de que se advierta su existencia y se compruebe que los mismos satisfacen 
los requerimientos de la entidad o dependencia, no procederá la contratación.  
 
La erogación para la contratación de servicios de consultorías, asesorías, estudios e 
investigaciones, requerirá de la autorización escrita del titular de la dependencia o 
entidad, así como del dictamen del área respectiva, de que no se cuenta con personal 
capacitado o disponible para su realización.  
 
Artículo 15.- Las dependencias y entidades formularán sus programas anuales de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, y los que abarquen más de un ejercicio 
presupuestal, así como sus respectivos presupuestos, considerando:  

 
I. Las acciones previas, durante y posteriores a la realización de dichas operaciones;  
II. Los objetivos y metas a corto, mediano y largo plazo;  
III. La calendarización física y financiera de los recursos necesarios;  
IV. Las unidades responsables de su instrumentación;  
V. Sus programas sustantivos, de apoyo administrativo y de inversiones, así como, 

en su caso, aquellos relativos a la adquisición de bienes para su posterior 
comercialización, incluyendo los que habrán de sujetarse a procesos productivos;  

VI. La existencia en cantidad suficiente de los bienes; los plazos estimados de 
suministro; los avances tecnológicos incorporados en los bienes, y en su caso los 
planos, proyectos y especificaciones;  

VII. Las normas aplicables conforme a la Ley Federal sobre Metrología y 
Normalización o, la falta de       estas, las normas internacionales;  



VIII. Los requerimientos de mantenimiento de los bienes a su cargo, y  
IX. Las demás previsiones que deban tomarse en cuenta según la naturaleza y 

características de las adquisiciones, arrendamientos o servicios.  
 
Artículo 16.- Las dependencias del Gobierno Municipal y las entidades remitirán a la 
Secretaría Administrativa, a más tardar el 1 de octubre de cada año, su programa anual 
de adquisiciones, arrendamientos y servicios, con excepción de aquella información 
que, de conformidad con las disposiciones aplicables, sea de naturaleza reservada.  
 
El citado programa será de carácter informativo, no implicará compromiso alguno de 
contratación y podrá ser adicionado, modificado, suspendido o cancelado, sin 
responsabilidad alguna para la Secretaría Administrativa.  
 
Para efectos informativos, la Secretaría Administrativa integrará y difundirá los 
programas anuales de adquisiciones, arrendamientos y servicios.  
 
Artículo 17.- La Dirección de Adquisiciones, dependiente de la Secretaría Administrativa 
será la responsable de:  

 
I.  Las acciones relativas a la planeación, programación, presupuestación, 

contratación, gasto y control de las adquisiciones y arrendamientos de bienes y la 
prestación de servicios de cualquier naturaleza.  

II. Será la responsable de establecer, elaborar y mantener actualizado el Padrón de 
Proveedores del Gobierno Municipal de Anáhuac, Nuevo León, así como de 
clasificar a las personas inscritas en él, de acuerdo a su actividad, capacidad 
técnica y ubicación.  

III. Negar la inscripción en el padrón de proveedores de la  administración siempre y 
cuando, dentro del término de 30 días naturales siguientes al de la presentación 
de la solicitud, emita resolución escrita debidamente fundada y motivada. De no 
emitirse dicha resolución en el plazo señalado, se entenderá que aquella ha sido 
autorizada.  

 
Artículo 18.- En el registro del padrón de proveedores de la Administración tendrá una 
vigencia que comprenderá del primero de enero al 31 de diciembre de cada año.  
 
Los proveedores deberán, sesenta días antes del vencimiento de su registro, solicitar la 
revalidación del mismo. La falta de presentación de la solicitud para obtener el refrendo 
o la negativa de éste traerá como consecuencia, la cancelación de su registro a su 
vencimiento, sin perjuicio del derecho del interesado para formular nueva solicitud.  
 
Artículo 19.- El registro podrá suspenderse hasta por el término de doce meses, cuando 
el proveedor incurra en alguna de las siguientes faltas:  

 
I. No entregue la materia del contrato en las condiciones pactadas;  
II. Se niegue a dar las facilidades necesarias para que la Dirección de Adquisiciones 

ejerza sus funciones de verificación, inspección y vigilancia; y  



III. Se niegue a sustituir las mercancías o servicios que no reúnan los requisitos de 
calidad estipulada.  

 
Artículo 20.- Los pedidos o contratos celebrados con proveedores no registrados en el 
padrón de proveedores de la administración pública, o cuyo registro no se encuentre 
vigente, serán nulos de pleno derecho.  
 
Artículo 21.- La Dirección de Adquisiciones podrá eximir de la obligación de inscribirse 
en el padrón de proveedores y de registrar los precios máximos de venta, a las 
personas físicas o morales que provean artículos perecederos o cuando se trata de 
adquisiciones extraordinarias en los términos del Artículo 41 de este ordenamiento.  
 
Artículo 22.- Para ser registrado en el Padrón los interesados deberán satisfacer los 
siguientes requisitos:  

 
I.  Solicitarlo en los modelos que apruebe la Secretaría Administrativa;  
II. Tratándose de personas morales de derecho privado, se deberá exhibir copia 

certificada de la escritura constitutiva y de sus reformas o su matrícula del folio 
mercantil, tratándose de personas físicas, presentarán copia de la solicitud de 
inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes, igual para las morales. En 
todos los casos se deberá acreditar la personalidad del representante;  

III. Acreditar, mediante la exhibición de los documentos respectivos, que es productor 
o comerciante legalmente establecido, por lo menos dos años antes de su 
solicitud.  

IV. Demostrar su solvencia económica y capacidad para la producción o suministro 
de mercancías, materias primas y demás bienes muebles y, en su caso, para el 
arrendamiento de éstos o la prestación de servicios;  

V. Acreditar haber cumplido con las inscripciones y registros que exigen las 
disposiciones de orden fiscal o administrativo; y  

VI. Proporcionar la información complementaria que a juicio de la dirección de 
Adquisiciones sea necesaria.  

 
 

CAPÍTULO SEGUNDO 
DEL COMITÉ 

 
Artículo 23.- El Comité de Adquisiciones, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
estará facultado para interpretar este ordenamiento para efectos administrativos.  
 
La Contraloría Interna Municipal dictará las disposiciones administrativas que sean 
necesarias para el adecuado cumplimiento de este ordenamiento, tomando en cuenta la 
opinión de la Secretaría Administrativa.  
 
Artículo 24.- El Comité es un órgano auxiliar del municipio, de consulta, de análisis, 
opinión y orientación, que tiene por objeto darle prioridad y emitir el visto bueno en el 
proceso de adquisiciones, arrendamientos y prestación de servicios, a fin de determinar 



las acciones necesarias que permitan optimizar los recursos que se destinen a las 
operaciones que regula este reglamento, coadyuvando a la observancia de las mismas.  
 
El Comité de Adquisiciones se integra por un representante de las siguientes 
dependencias: Presidencia, Secretaría de Finanzas y Tesorería, Contraloría Interna 
Municipal, Secretaría del Ayuntamiento y Secretaría Administrativa, el Sindico Primero, 
Primer Regidor, y un Regidor de representación proporcional, así como el Secretario de 
la dependencia correspondiente, cuando así lo requiera o se encuentre involucrado con 
la adquisición o arrendamiento del bien o servicio respectivo. De este Comité tendrán 
derecho a voz y voto los representantes de la Presidencia, Secretaría de Finanzas y 
Tesorería, la Secretaría del Ayuntamiento, Secretaría Administrativa, así como el 
Síndico Primero, el Primer Regidor y el Regidor de Representación Proporcional.  
 
El Representante de la dependencia involucrada únicamente tendrán derecho a voz y 
su asistencia e inasistencia no afectará el quórum. El Representante de la Contraloría 
Interna Municipal solo tendrá derecho a voz y su asistencia o inasistencia si afectará el 
quórum. 
 
Para que las sesiones del Comité sean válidas, se requiere que sean citados con una 
anticipación mínima de 24-veinticuatro horas por escrito y en forma indubitable todos 
los miembros del Comité y se constituya el quórum por lo menos con la mitad más uno 
de sus integrantes. Los acuerdos se tomarán por mayoría de los presentes en sesión, 
teniendo el representante de la Presidencia voto de calidad en caso de empate. La 
persona facultada para convocar y presidir las sesiones es el Representante de la 
Secretaría Administrativa. El Comité contará con el personal necesario, para realizar 
sus actividades y funciones encomendadas por la ley y demás disposiciones aplicables. 
 
Artículo 25.- El Comité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios tendrán las 
siguientes funciones: 

 
I. Revisar los programas y presupuestos de adquisiciones, arrendamientos y 

servicios, así como formular las observaciones y recomendaciones convenientes;  
II. Dictaminar, previamente a la iniciación del procedimiento, sobre la procedencia de 

no celebrar licitaciones públicas por encontrarse en alguno de los supuestos de 
excepción previstos en el artículo 41 de este ordenamiento, salvo en los casos de 
las fracciones II, V y XII del propio precepto, siempre y cuando el Comité no pueda 
funcionar, en cuyo caso se deberá informar al propio comité una vez concluida la 
contratación respectiva. Dicha función también podrá ser ejercida directamente por 
el titular de la dependencia o entidad;  

III. Proponer las políticas, bases y lineamientos en materia de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios, así como autorizar los supuestos no previstos en éstos 
ante la Contraloría Interna Municipal;  

IV. Establecer las bases conforme a las cuales la Secretaria Administrativa autorizara 
los precios máximos de las mercancías, materias primas, servicios y demás 
bienes muebles que requiera la Administración Publica Municipal;  



V. Analizar trimestralmente el informe de la conclusión de los casos dictaminados 
conforme a la fracción II anterior, así como de las licitaciones públicas que se 
realicen y, los resultados generales de las adquisiciones, arrendamientos y 
servicios, en su caso, recomendar las medidas necesarias para evitar el probable 
incumplimiento de alguna disposición jurídica o administrativa;  

VI. Analizar exclusivamente para su opinión, cuando se le solicite, los dictámenes y 
fallos emitidos; 

VII. Establecer en coordinación con la Secretaria Administrativa, las cantidades 
máximas que las    dependencias podrán pagar por concepto de Arrendamiento de 
bienes muebles e inmuebles;  y  

VIII. Fungir como órgano de consulta respecto a la celebración de contratos de 
arrendamiento de tecnología, instalación y mantenimiento de dichos bienes.  

IX. Elaborar y aprobar el manual de integración y funcionamiento del comité, 
conforme a las bases que expida la Contraloría Interna;  

X. Autorizar los casos de reducción del plazo para la presentación y apertura de 
proposiciones en licitaciones públicas, y  

XI. Coadyuvar al cumplimiento de este Ordenamiento y demás disposiciones 
aplicables.  

 
 

CAPÍTULO TERCERO 
DE LA LICITACIÓN PÚBLICA 

 
Artículo 26.- Las licitaciones públicas podrán ser: 

 
I. Nacionales, cuando únicamente puedan participar personas de nacionalidad 

mexicana y los bienes a adquirir sean producidos en el país y cuenten por lo 
menos con un cincuenta por ciento de contenido nacional, el que será 
determinado tomando en cuenta el costo de producción del bien, que significa 
todos los costos menos la promoción de ventas, comercialización, regalías y 
embarque, así como los costos financieros.  

II. Internacionales, cuando puedan participar tanto personas de nacionalidad 
mexicana como extranjera y los bienes a adquirir sean de origen nacional o 
extranjero. Solamente se deberán llevar a cabo licitaciones internacionales, en los 
siguientes casos:  
a) Cuando resulte obligatorio conforme a lo establecido en los tratados;  
b) Cuando, previa investigación de mercado que realice la dependencia o entidad 

convocante, no exista oferta de proveedores nacionales respecto a bienes o 
servicios en cantidad o calidad requeridas, o sea conveniente en términos de 
precio;  

c) Cuando habiéndose realizado una de carácter nacional, no se presente alguna 
propuesta o ninguna cumpla con los requisitos a que se refiere la fracción I de 
este artículo, y 

d) Cuando así se estipule para las contrataciones financiadas con créditos 
externos otorgados al gobierno federal o con su aval.  

 



Podrá negarse la participación a extranjeros en licitaciones internacionales, cuando con 
el país del cual sean nacionales no se tenga celebrado un tratado y ese país no 
conceda un trato recíproco a los licitantes, proveedores, bienes o servicios mexicanos.  
 
Artículo 27.- Las convocatorias podrán referirse a uno o más bienes o servicios, y 
contendrán:  
 

I. El nombre, denominación o razón social de la dependencia o entidad convocante;  
II. La indicación de los lugares, fechas y horarios en que los interesados podrán 

obtener las bases de la licitación y, en su caso, el costo y forma de pago de las 
mismas. Cuando las bases impliquen un costo, éste será fijado sólo en razón de la 
recuperación de las erogaciones por publicación de la convocatoria y de la 
reproducción de los documentos que se entreguen; los interesados podrán 
revisarlas previamente a su pago, el cual será requisito para participar en la 
licitación.  

III. El lugar, fecha y hora limitantes para la inscripción en el concurso. Para este 
efecto deberá de fijarse un plazo límite no menor de siete días naturales contados 
a partir de la publicación de la convocatoria. 

IV. El lugar, día y hora en que se celebrará la junta de aclaraciones, la que será al 
menos con setenta y dos horas después del cierre de inscripciones;  

V. La fecha, hora y lugar de celebración del acto de presentación y apertura de 
proposiciones;  

VI. La indicación de si la licitación es nacional o internacional; y en caso de ser 
internacional, si se realizará o no bajo la cobertura del capítulo de compras del 
sector público de algún tratado, y el idioma o idiomas, además del español, en que 
podrán presentarse las proposiciones;  

VII. La indicación que ninguna de las condiciones contenidas en las bases de la 
licitación, así como en las proposiciones presentadas por los licitantes, podrán ser 
negociadas;  

VIII. La descripción general, cantidad y unidad de medida de los bienes o servicios 
que sean objeto de la licitación;  

IX. Lugar y plazo de entrega;  
X. Condiciones de pago, señalando el momento en que se haga exigible el mismo; 
XI. Los porcentajes de los anticipos que, en su caso, se otorgarían;  
XII. La indicación de que no podrán participar las personas que se encuentren en los 

supuestos del artículo 56 de este ordenamiento, y  
XIII. En el caso de arrendamiento, la indicación de si éste es con o sin opción a 

compra.  
 
Artículo 28-. Las convocatorias se publicaran en el Periódico Oficial del Estado y en la 
misma fecha que se envíen para su publicación, la convocante publicara en internet la 
convocatoria respectiva, Así mismo se publicará en un periódico de mayor circulación 
en la Entidad.  
 
Tratándose de licitaciones internacionales se deberán publicar adicionalmente a lo 
previsto en el párrafo anterior, en un periódico de circulación nacional.  



 
Artículo 29.- Para la elaboración de las bases para las licitaciones públicas, las 
Dependencias y Entidades deberán describir las especificaciones técnicas de los 
bienes y servicios que requieran en atención a las necesidades de interés público, 
impulsando la competencia entre Proveedores en los procedimientos de contratación.  
 
Con el propósito de promover una mayor participación de Proveedores, la Dirección de 
Adquisiciones podrán contratar directamente servicios de asesoría técnica, 
especializada e imparcial para describir especificaciones técnicas de los bienes y 
servicios que se requieran.  
 
Artículo 30. Las bases que se emitan para las licitaciones públicas se pondrán a 
disposición de los interesados, en el domicilio señalado a partir del día en que se 
publique la convocatoria y hasta, inclusive, el sexto día natural previo al acto de 
presentación y apertura de proposiciones, siendo responsabilidad exclusiva de los 
interesados adquirirlas oportunamente durante este período. Las bases contendrán en 
lo aplicable como mínimo lo siguiente:  

 
I.- Nombre, denominación o razón social de la dependencia o entidad convocante;  
II.- Forma en que deberá acreditar la existencia y personalidad jurídica el licitante;  
III.- Fecha, hora y lugar de la junta de aclaraciones a las bases de la licitación, siendo 

optativa la asistencia a las reuniones que, en su caso, se realicen; fecha, hora y 
lugar de celebración de las dos etapas del acto de presentación y apertura de 
proposiciones; comunicación del fallo y firma del contrato;  

IV.- Señalamiento de que será causa de descalificación el incumplimiento de alguno 
de los requisitos establecidos en las bases de la licitación, así como la 
comprobación de que algún licitante ha acordado con otro u otros elevar los 
precios de los bienes o servicios, o cualquier otro acuerdo que tenga como fin 
obtener una ventaja sobre los demás licitantes y/o genere un perjuicio al Gobierno 
Municipal de Anáhuac.  

V.- Idioma o idiomas, además del español, en que podrán presentarse las 
proposiciones.  

Los anexos técnicos y folletos podrán presentarse en el idioma del país de origen de 
los bienes o servicios, acompañados de una traducción simple al español;  

VI.- Moneda en que se cotizará y efectuará el pago respectivo. En los casos de 
licitación internacional, en que la convocante determine efectuar los pagos a 
proveedores extranjeros en moneda extranjera, los licitantes nacionales podrán 
presentar sus proposiciones en la misma moneda extranjera que determine la 
convocante. No obstante, el pago que se realice en el territorio nacional deberá 
hacerse en moneda nacional y al tipo de cambio vigente en la fecha en que se 
haga dicho pago;  

VII.- La indicación de que ninguna de las condiciones contenidas en las bases de la 
licitación, así como en las proposiciones presentadas por los licitantes podrá ser 
negociada;  

VIII.- Criterios claros y detallados para la adjudicación de los contratos de 
conformidad a lo establecido por el artículo 49 de este ordenamiento;  



IX.- Descripción completa de los bienes o servicios, o indicación de los sistemas 
empleados para identificación de los mismos; información específica que 
requieran respecto a mantenimiento, asistencia técnica y capacitación; relación de 
refacciones que deberán cotizarse cuando sean parte integrante del contrato; 
aplicación de normas a que se refiere la fracción VII del artículo 15 de este 
ordenamiento; dibujos; cantidades; muestras, y pruebas que se realizarán, así 
como método para ejecutarlas;  

X.- Plazo y condiciones de entrega; así como la indicación del lugar, dentro del 
territorio nacional, donde deberán efectuarse las entregas;  

XI.- Requisitos que deberán cumplir quienes deseen participar, los cuales no deberán 
limitar la libre participación de los interesados;  

XII.-Condiciones de precio y pago, señalando el momento en que se haga exigible el 
mismo. Tratándose de adquisiciones de bienes, podrá establecerse que el pago 
se cubra parte en dinero y parte en especie, siempre y cuando el numerario sea 
mayor. 

XIII.- Datos sobre las garantías; así como la indicación de si se otorgará anticipo, en 
cuyo caso deberá señalarse el porcentaje respectivo y el momento en que se 
entregará, el que no podrá exceder del cincuenta por ciento del monto total del 
contrato;  

XIV.- La indicación de si la totalidad de los bienes o servicios objeto de la licitación, o 
bien, de cada partida o concepto de los mismos, serán adjudicados a un solo 
proveedor, o si la adjudicación se hará mediante el procedimiento de 
abastecimiento simultáneo a que se refiere el artículo 42 de este ordenamiento, 
en cuyo caso deberá precisarse el número de fuentes de abastecimiento 
requeridas, los porcentajes que se asignarán a cada una y el porcentaje 
diferencial en precio que se considerará;  

XV.- En el caso de contratos abiertos, la información a que alude el artículo 53 de 
este ordenamiento;  

XVI.- Penas convencionales por atraso en la entrega de los bienes o en la prestación 
de los servicios;  

XVII.- La indicación de que el licitante que no firme el contrato por causas imputables 
al mismo será sancionado en los términos del artículo 65 de este ordenamiento, 
y  

XVIII.- En su caso, términos y condiciones a que deberá ajustarse la participación de 
los licitantes cuando las proposiciones sean enviadas a través del servicio postal 
o de mensajería, o por medios remotos de comunicación electrónica. El que los 
licitantes opten por utilizar alguno de estos medios para enviar sus 
proposiciones no limita, en ningún caso, que asistan a los diferentes actos 
derivados de una licitación.  

XIX.- El licitante que va a participar, no deberá estar en los supuestos a que se 
alusión el numeral 56 del presente reglamento.  

 
Artículo 31.- Las juntas de aclaraciones deberán celebrarse con una anticipación de 
mínima de dos días naturales, inclusive, al acto de presentación y apertura de 
propuestas, a fin de que quienes hayan adquirido oportunamente las bases soliciten 



aclaraciones a dudas o cuestiones sobre las bases de licitación, a sus anexos, así 
como al contenido del contrato correspondiente.  
 
Las dudas o cuestiones de quienes hayan adquirido las bases deberán formularse en 
forma numerada y por escrito o por medios remotos de comunicación electrónica hasta 
el inicio de la junta de Aclaración.  
 
La junta de aclaraciones se desarrollara conforme a lo siguiente:  
 

I. Se iniciara precisamente en la fecha, lugar y hora señalados; 
II. Presidirá la junta el Director de Adquisiciones;  
III. La junta será pública, pero solo participara quienes hayan adquirido las bases de 

la licitación;  
IV. Se procederá a firmar una lista de asistencia de quienes participen en la junta;  
V. Quien presida el acto leerá en voz alta las dudas y cuestionamientos y las 

respuestas correspondientes en el orden en que se recibieron las primeras;  
VI. Si en atención a las respuestas correspondientes surgen entre los participantes 

nuevas dudas o cuestionamientos, quien presida podrá admitirlas para su 
contestación;  

VII. Se levantara el acta correspondiente en la que se haga constar las dudas y 
cuestionamientos con sus respuestas, la cual será firmada por los asistentes y se 
entregara a los participantes una copia de la misma;  

VIII. Cuando por cualquier causa no se hayan respondido en un solo acto todas las 
dudas y cuestionamientos formulados, se continuará la junta en la fecha, lugar y 
hora que determine quien presida la junta.  

 
Artículo 32.- El plazo para la presentación y apertura de proposiciones de las 
licitaciones internacionales no podrá ser inferior a 10 días naturales, contados a partir 
de la fecha de publicación de la convocatoria.  
 
En licitaciones nacionales, el plazo para la presentación y apertura de proposiciones 
será, cuando menos, de quince días naturales contados a partir de la fecha de 
publicación de la convocatoria.  
 
Cuando no puedan observarse los plazos indicados en este artículo, para las 
licitaciones nacionales, porque existan razones justificadas del área solicitante de los 
bienes o servicios, siempre que ello no tenga por objeto limitar el número de 
participantes, el Comité de Adquisiciones podrá reducir los plazos a no menos de diez 
días naturales, contados a partir de la fecha de publicación de la convocatoria.  
 
Artículo 33.- Siempre que ello no tenga por objeto limitar el número de licitantes, podrán 
modificar los plazos u otros aspectos establecidos en la convocatoria o en las bases de 
licitación, a partir de la fecha en que sea publicada la convocatoria y hasta, inclusive, el 
sexto día natural previo al acto de presentación y apertura de proposiciones, siempre 
que: 
 



I. Tratándose de la convocatoria, las modificaciones se hagan del conocimiento de 
los interesados a través de los mismos medios utilizados para su publicación, y  

II. En el caso de las bases de la licitación, se publique un aviso a través de los 
mismos medios que se hayan utilizado para difundir la convocatoria, a fin de que 
los interesados concurran ante la propia dependencia o entidad para conocer, de 
manera específica, las modificaciones respectivas.  

 
No será necesario hacer la publicación del aviso a que se refiere esta fracción, cuando 
las modificaciones deriven de las juntas de aclaraciones, siempre que, a más tardar 
dentro del plazo señalado en este artículo, se entregue copia del acta respectiva a cada 
uno de los licitantes que hayan adquirido las bases de la correspondiente licitación.  
 
Las modificaciones de que trata este artículo en ningún caso podrán consistir en la 
sustitución de los bienes o servicios convocados originalmente, adición de otros de 
distintos rubros o en variación significativa de sus características.  
 
Cualquier modificación a las bases de la licitación, derivada del resultado de la o las 
juntas de aclaraciones, será considerada como parte integrante de las propias bases de 
licitación.  
 
Artículo 34.- La entrega de proposiciones se hará en dos sobres cerrados que 
contendrán, por separado, la propuesta técnica y la propuesta económica. La 
documentación distinta a las propuestas podrá entregarse, a elección del licitante, 
dentro o fuera del sobre que contenga la propuesta técnica.  
 
Dos o más personas podrán presentar conjuntamente proposiciones en las licitaciones 
sin necesidad de constituir una sociedad, o nueva sociedad en caso de personas 
morales, siempre que, para tales efectos, en la propuesta y en el contrato se 
establezcan con precisión y a satisfacción de la dependencia o entidad, las partes a que 
cada persona se obligará, así como la manera en que se exigiría el cumplimiento de las 
obligaciones. En este supuesto la propuesta deberá ser firmada por el representante 
común que para ese acto haya sido designado por el grupo de personas.  
 
Artículo 35.- El acto de presentación y apertura de proposiciones será presidido por la 
Dirección de Adquisiciones, quien será la única autoridad facultada para aceptar o 
rechazar cualquier propuesta de las que se hubieran presentado, en los términos del 
presente ordenamiento y se llevará a cabo conforme a lo siguiente: 

 
I. Se recibirán las proposiciones en sobres cerrados, procediendo a la apertura 

primeramente de la propuesta técnica, desechándose, en su revisión, si se 
hubiere omitido alguno de los requisitos que se hayan fijado como esenciales en 
la convocatoria, bases y junta de aclaraciones; procediendo enseguida a la 
apertura de la propuesta económica del licitante cuyas propuestas técnicas no 
hubiesen sido desechadas, dándose lectura en voz alta, cuando menos, a los 
montos totales. Lo anterior se llevará a cabo para cada licitante que haya 



concurrido al acto. Por lo menos un licitante, si asistiere alguno, y dos servidores 
públicos presentes rubricarán las propuestas económicas.  

II. Al final de la apertura de los sobres que contienen las propuestas técnicas y las 
económicas, la convocante señalará lugar, fecha y hora en que se dará a conocer 
el fallo de la licitación; esta fecha deberá quedar comprendida dentro de los veinte 
días naturales siguientes al acto de presentación y apertura de proposiciones, la 
que podrá diferirse siempre que el nuevo plazo fijado no exceda de veinte días 
naturales contados a partir del plazo establecido originalmente para el fallo,  

III. Se levantará acta en la que se hará constar las propuestas aceptadas para su 
análisis, sus importes, así como las que hubieren sido desechadas y las causas 
que lo motivaron; el acta será firmada por los asistentes y se pondrá a su 
disposición por medio de copias de la misma, la falta de firma de algún licitante no 
invalidará su contenido y efectos, poniéndose a partir de esa fecha a  disposición 
de los que no hayan asistido, para efecto de su notificación.  

IV. Se entregará a todos los concursantes un recibo por la garantía que hayan 
otorgado para  responder de la seriedad de su proposición. Al final del acto se les 
devolverá la garantía a los concursantes que se les haya desechado la propuesta 
y,  

V.  El monto de la garantía no podrá ser menor del 5% del importe de la proposición.  
 
Artículo 36.- Para hacer la evaluación de las proposiciones deberán verificar que las 
mismas cumplan con los requisitos solicitados en las bases de licitación.  
 
En la evaluación de las proposiciones en ningún caso podrán utilizarse mecanismos de 
puntos o porcentajes, excepto cuando se trate de servicios, en los que se demuestre la 
conveniencia de aplicar dichos mecanismos para evaluar objetivamente la solvencia de 
las propuestas, de acuerdo con los lineamientos que para tal efecto emita la 
Contraloría. 
 
Dentro de los criterios de adjudicación, podrá establecerse el relativo a costo beneficio, 
siempre y cuando sea definido, medible y aplicable a todas las propuestas.  
 
Una vez hecha la evaluación de las proposiciones, el contrato se adjudicará de entre los 
licitantes, a aquel cuya propuesta resulte la más conveniente porque reúne, conforme a 
los criterios de adjudicación establecidos en las bases de licitación, las condiciones 
legales, técnicas y económicas requeridas por la convocante, y garantice 
satisfactoriamente el cumplimiento de las obligaciones respectivas.  
 
Si resultare que dos o más proposiciones son igualmente convenientes porque 
satisfacen la totalidad de los requerimientos solicitados por la convocante, el contrato se 
adjudicará a quien presente la proposición cuyo precio sea el más bajo.  
 
La convocante emitirá un dictamen que servirá como base para el fallo, en el que se 
hará constar una reseña cronológica de los actos del procedimiento, el análisis de las 
proposiciones y las razones para admitirlas o desecharlas.  
 



Artículo 37.- En junta pública se dará a conocer el fallo de la licitación, a la que 
libremente podrán asistir los licitantes que hubieren participado en el acto de 
presentación y apertura de  proposiciones, levantándose el acta respectiva que firmarán 
los asistentes, a quienes se entregará copia de la misma. La falta de firma de algún 
licitante no invalidará su contenido y efectos, poniéndose a partir de esa fecha a 
disposición de los que no hayan asistido, para efectos de su notificación. En  sustitución 
de esa junta, se podrá optar por notificar el fallo de la licitación por escrito a cada uno 
de los licitantes, dentro de los cinco días naturales siguientes a su emisión.  
 
En el mismo acto de fallo o adjunta a la comunicación referida, se proporcionara por 
escrito a los licitantes la información acerca de las razones por las cuales su propuesta 
no resultó ganadora.  
 
Contra la resolución que contenga el fallo no procederá recurso alguno; sin embargo, 
procederá la inconformidad que se interponga por los licitantes en los términos de este 
ordenamiento. 
 
Artículo 38.- Se procederá a declarar desierta una licitación cuando las propuestas 
presentadas no reúnan los requisitos de las bases de la licitación o sus precios no 
fueren aceptables, y expedirán una segunda convocatoria.  
 
Tratándose de licitaciones en las que una o varias partidas se declaren desiertas, la 
convocante podrá proceder, sólo respecto a esas partidas, a celebrar una nueva 
licitación, o bien un  procedimiento de invitación a cuando menos tres personas o de 
adjudicación directa, según corresponda.  
 
Se podrá cancelar una licitación por caso fortuito o fuerza mayor. De igual manera, 
podrán cancelar cuando existan circunstancias, debidamente justificadas, que 
provoquen la extinción de la  necesidad para adquirir o arrendar los bienes o contratar 
la prestación de los servicios, y que de continuarse con el procedimiento de 
contratación se pudiera ocasionar un daño o perjuicio al Gobierno Municipal.  
 
Artículo 39.- Previa justificación de la conveniencia de distribuir, entre dos o más 
proveedores de la partida de un bien o servicio, podrán hacerlo siempre que así se 
haya establecido en las bases de la licitación. En este caso, los precios de los bienes o 
servicios contenidos en una misma partida y distribuida entre dos o más proveedores 
no podrán exceder del cinco por ciento respecto de la propuesta solvente más baja.  

 
 
 

CAPÍTULO QUINTO 
DE LAS EXCEPCIONES DE LICITAR PÚBLICAMENTE 

 
Artículo 40.- En los supuestos que prevé el artículo 41 de este ordenamiento, se podrán 
optar por no llevar a cabo el procedimiento de licitación pública y celebrar contratos a 



través de los procedimientos de invitación a cuando menos tres personas o de 
adjudicación directa.  
 
La selección del procedimiento que realice deberá fundarse y motivarse, según las 
circunstancias que concurran en cada caso, en criterios de economía, eficacia, 
eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el 
Gobierno Municipal. El acreditamiento de los criterios mencionados y la justificación de 
las razones para el ejercicio de la opción, deberá constar por escrito y ser firmado por el 
titular del área usuaria o requirente de los bienes o servicios. 
 
En cualquier supuesto se invitará a personas que cuenten con capacidad de respuesta 
inmediata, así como con los recursos técnicos, financieros y demás que sean 
necesarios, y cuyas actividades comerciales o profesionales estén relacionadas con los 
bienes o servicios objeto del contrato a celebrarse.  
 
Artículo 41.- Se podrán contratar adquisiciones, arrendamientos y servicios, sin 
sujetarse al procedimiento de licitación pública, a través de los procedimientos de 
invitación a cuando menos tres personas, contratación mediante tres cotizaciones por 
escrito o de adjudicación directa, cuando:  

 
I. Cuando sea necesario adquirir un bien con características o marca específica que 

solo un proveedor pueda suministrar; y el contrato sólo pueda celebrarse con una 
determinada persona por tratarse de obras de arte, titularidad de patentes, 
derechos de autor u otros derechos exclusivos;  

II. Peligre o se altere el orden social, la economía, los servicios públicos, la 
salubridad, la seguridad o el ambiente del Municipio como consecuencia de 
desastres producidos por fenómenos naturales;  

III. Existan circunstancias que puedan provocar pérdidas o costos adicionales 
importantes, debidamente justificados;  

IV. Se realicen con fines exclusivamente de Seguridad Pública, o sean necesarias 
para garantizar la seguridad interior del Municipio;  

V. Derivado de caso fortuito o fuerza mayor, de las que de no efectuarse pongan en 
peligro las operaciones de un programa prioritario o puedan acarrear 
consecuencias graves para un buen desarrollo y no sea posible obtener bienes o 
servicios mediante el procedimiento de licitación pública en el tiempo requerido 
para atender la eventualidad de que se trate, en este supuesto las cantidades o 
conceptos deberán limitarse a lo estrictamente necesario para afrontarla;  

VI. Se hubiere rescindido el contrato respectivo por causas imputables al proveedor 
que hubiere resultado ganador en una licitación. En estos casos la dependencia o 
entidad podrá adjudicar el contrato al licitante que haya presentado la siguiente 
proposición solvente más baja, siempre que la diferencia en precio con respecto a 
la propuesta que inicialmente hubiere resultado ganadora no sea superior al diez 
por ciento;  

VII. Se realicen dos licitaciones públicas que hayan sido declaradas desiertas; 
VIII. Existan razones justificadas para la adquisición o arrendamiento de bienes de 

marca determinada;  



IX. Se trate de adquisiciones de bienes perecederos, granos y productos alimenticios 
básicos o semiprocesados, semovientes y bienes usados. Tratándose de estos 
últimos, el precio de adquisición no podrá ser mayor al que se determine mediante 
avalúo que practicarán las instituciones de crédito o terceros habilitados para ello 
conforme a las disposiciones aplicables;  

X. Se trate de servicios de consultorías, asesorías, estudios e investigaciones cuya 
difusión pudiera afectar al interés público o comprometer información de 
naturaleza confidencial para el Gobierno Municipal;  

XI. Se trate de adquisiciones, arrendamientos o servicios cuya contratación se realice 
con campesinos o grupos urbanos marginados y que el Gobierno Municipal 
contrate directamente con los mismos, como personas físicas o morales;  

XII. Se trate de adquisiciones de bienes que realicen para su comercialización o para 
someterlos a procesos productivos en cumplimiento de su objeto o fines propios 
expresamente establecidos en el acto jurídico de su constitución;  

XIII. Se trate de adquisiciones de bienes provenientes de personas que, sin ser 
proveedores habituales, ofrezcan bienes en condiciones favorables, en razón de 
encontrarse en estado de liquidación o disolución, o bien, bajo intervención 
judicial;  

XIV. Se trate de servicios profesionales prestados por una persona física, siempre 
que éstos sean realizados por ella misma sin requerir de la utilización de más de 
un especialista o técnico;  

XV. Se trate de servicios de mantenimiento de bienes en los que no sea posible 
precisar su alcance, establecer las cantidades de trabajo o determinar las 
especificaciones correspondientes;  

XVI. El objeto del contrato sea el diseño y fabricación de un bien que sirva como 
prototipo para producir otros en la cantidad necesaria para efectuar las pruebas 
que demuestren su funcionamiento. En estos casos la dependencia o entidad 
deberá pactar que los derechos sobre el diseño, uso o cualquier otro derecho 
exclusivo, se constituyan a favor del Gobierno Municipal o de las entidades según 
corresponda;  

XVII. Se trate de equipos especializados, sustancias y materiales de origen químico, 
físico químico o bioquímico para ser utilizadas en actividades experimentales 
requeridas en proyectos de investigación científica y desarrollo tecnológico, 
siempre que dichos proyectos se encuentren autorizados por quien determine el 
titular de la dependencia o el órgano del gobierno de la entidad, o se acepte la 
adquisición de bienes o la prestación de servicios a título de dación en pago, en 
los términos de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Nuevo 
León. En estos casos, se invitará a personas cuyas actividades comerciales o 
profesionales estén relacionadas con los bienes o servicios objeto del contrato a 
celebrarse.  

 
Artículo 42.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, se podrán contratar 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, sin sujetarse al procedimiento de licitación 
pública, a través de los de invitación a cuando menos tres personas contratación 
mediante tres cotizaciones por escrito o de adjudicación directa, cuando el importe de 
cada operación no exceda los montos máximos que al efecto se establecen en este 



ordenamiento, siempre que las operaciones no se fraccionen para quedar 
comprendidas en los supuestos de excepción a la licitación pública a que se refiere este 
artículo.  
 
En estos casos, se invitará a personas cuyas actividades comerciales o profesionales 
estén relacionadas con los bienes o servicios objeto del contrato a celebrarse.  
 
En el supuesto de que dos procedimientos de invitación a cuando menos tres personas 
hayan sido declarados desiertos, el titular del área responsable de la contratación podrá 
adjudicar directamente el contrato, debiendo informar al comité de adquisiciones, 
arrendamientos y servicios cuando los anteriores procedimientos hubiesen sido 
autorizados por el mismo.  
 
Artículo 43. El procedimiento de invitación a cuando menos tres personas se sujetará a 
lo siguiente:  

 
I.- Las invitaciones correspondientes se entregaran por escrito;  
II.- En las invitaciones se indicarán, como mínimo, la cantidad y descripción de los 

bienes o servicios requeridos, plazo y lugar de entrega, así como las condiciones 
de pago, o en su caso contendrán la información que resulte necesaria para 
formular las propuestas técnicas y económicas;  

III.- Contener la confirmación del proveedor invitado por escrito para su debida 
participación. 

IV.- El acto de presentación y apertura de proposiciones estará sujeto al mismo 
procedimiento que el indicado en el artículo 35 de este reglamento, con la 
salvedad de que para llevar a cabo la evaluación, se deberá de contar con un 
mínimo de tres propuestas susceptibles de analizarse técnicamente;  

V.- Para llevar a cabo la adjudicación correspondiente, se deberá contar con un 
mínimo de tres proposiciones económicas, cuya propuesta técnica haya sido 
analizada previamente;  

VI.- Las proposiciones económicas, en caso de personas morales, deberán ser 
formuladas por personas que no se relacionen entre sí a través de su tenencia 
accionaría o participación en el capital social;  

VII.- Los plazos para la presentación de las proposiciones se fijarán para cada 
operación atendiendo el tipo de bienes o servicios requeridos, así como a la 
complejidad para elaborar la propuesta;  

VIII.- El carácter nacional o internacional en los términos del artículo 26 de este 
ordenamiento, y  

IX.- A las demás disposiciones de este ordenamiento que resulten aplicables.  
 
Artículo 44.- El procedimiento de contratación mediante tres cotizaciones por escrito se 
sujetara a lo siguiente:  

 
I. La dirección de adquisiciones solicitara la cotización de bienes y servicio a cuando 

menos tres Proveedores, o a los que hubiere en el padrón para el caso particular;  



II. Las cotizaciones de los Proveedores podrán formularse por escrito o por telefax 
por el Proveedor o sus representantes acreditados en el padrón en hojas 
membretadas;  

III. Para llevar a cabo la adjudicación bastará contar con un mínimo de tres 
cotizaciones económicas. Para estos efectos no deberán considerarse las 
cotizaciones anormalmente bajas o excesivamente altas, respecto al valor de 
mercado  

IV. Las cotizaciones económicas deberán ser formuladas por Proveedores que no se 
relacionen entre sí a través de su tenencia accionaría o participación en el capital 
social;  

 
Artículo 45.- Para la realización de adjudicaciones directas se procuraran precios o 
valores de mercado de contratación, bajo la responsabilidad del servidor público que las 
autorice o lleve a cabo. 
 
 

CAPÍTULO SEXTO 
DE LOS CONTRATOS Y PROCEDIMIENTOS DE CONTRATACIÓN 

 
Artículo 46.- El Gobierno Municipal, bajo su responsabilidad, contratará adquisiciones, 
arrendamientos y servicios, mediante los procedimientos de contratación que a 
continuación se señalan:  
 

I. Adjudicación directa.  
II. Invitación mediante cotización por escrito de cuando menos tres proveedores.  
III. Concurso por invitación a cuando menos tres proveedores.  
IV. Licitación Pública.  

 
En las adquisiciones por adjudicación directa deberán anexar como mínimo tres 
cotizaciones por escrito formulando un cuadro comparativo para poder determinar la 
mejor propuesta.  
 
En los procedimientos de contratación deberán establecerse los mismos requisitos y 
condiciones para todos los participantes, especialmente por lo que se refiere a tiempo y 
lugar de entrega, forma y tiempo de pago, penas convencionales, anticipos y garantías; 
debiendo proporcionar a todos los interesados igual acceso a la información 
relacionada con dichos procedimientos, a fin de evitar favorecer a algún participante.  
 
La Secretaría Administrativa, tomando en cuenta la opinión de la Contraloría Interna 
Municipal, determinará de acuerdo con lo establecido en el artículo 26 de este 
ordenamiento el carácter nacional o internacional de los procedimientos de contratación 
y los criterios para determinar el contenido nacional de los bienes a ofertar, en razón de 
las reservas, medidas de transición u otros supuestos establecidos en los tratados.  
 
Artículo 47.- Todas las Adquisiciones, o Arrendamientos, que realicen las dependencias 
del Gobierno Municipal y las entidades así como los servicios que se contraten, 



deberán efectuarse mediante los montos y el procedimiento que se establece en el 
Articulo 7 y demás relativos y aplicables de la Ley de Egresos del Estado de Nuevo 
León vigente; dichos montos para la determinación del procedimiento deberán 
considerarse sin incluir el importe del Impuesto al Valor Agregado. 
 
Artículo 48.- Las adquisiciones, arrendamientos y servicios se adjudicarán, por regla 
general, a través de licitaciones públicas, mediante convocatoria pública, para que 
libremente se presenten proposiciones solventes en sobre cerrado, que será abierto 
públicamente, a fin de asegurar al Gobierno Municipal las mejores condiciones 
disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás 
circunstancias pertinentes, de acuerdo con lo que establece el presente Ordenamiento.  
Las proposiciones presentadas deberán ser firmadas autógrafamente por los licitantes o 
sus apoderados.  
 
Artículo 49.- En las adquisiciones, arrendamientos y servicios deberá pactarse 
preferentemente la condición de precio fijo. No obstante, en casos justificados se 
podrán pactar en el contrato decrementos o incrementos a los precios, de acuerdo con 
la fórmula o mecanismo de ajuste que determine la convocante previamente a la 
presentación de las propuestas.  
 
Cuando con posterioridad a la adjudicación de un contrato se presenten circunstancias 
económicas de tipo general, como resultado de situaciones supervenientes ajenas a la 
responsabilidad de las partes, que provoquen directamente un aumento o reducción en 
los precios de los bienes o servicios aún no entregados o prestados o aún no pagados, 
y que por tal razón no pudieron haber sido objeto de consideración en la propuesta que 
sirvió de base para la adjudicación del contrato correspondiente, en las que se deberán 
reconocer incrementos o requerir reducciones, conforme a los lineamientos que expida 
la Contraloría Interna Municipal.  
 
Tratándose de bienes o servicios sujetos a precios oficiales, se reconocerán los 
incrementos autorizados.  
 
Artículo 50.- Los contratos de adquisiciones, arrendamientos y servicios contendrán, 
como mínimo, lo siguiente:  

 
I. La autorización del presupuesto para cubrir el compromiso derivado del contrato;  
II. La indicación del procedimiento conforme al cual se llevó a cabo la adjudicación 

del contrato;  
III. El precio unitario y el importe total a pagar por los bienes o servicios;  
IV. La fecha, lugar y condiciones de entrega; 
V. Porcentaje, número y fechas de las exhibiciones y amortización de los anticipos 

que se otorguen;  
VI. Forma y términos para garantizar los anticipos y el cumplimiento del contrato;  
VII. Plazo y condiciones de pago del precio de los bienes o servicios;  
VIII. Precisión de si el precio es fijo o sujeto a ajustes y, en este último caso, la 

fórmula o condición en que se hará y calculará el ajuste;  



IX. Penas convencionales por atraso en la entrega de los bienes o servicios, por 
causas imputables a los proveedores;  

X. La descripción pormenorizada de los bienes o servicios objeto del contrato, 
incluyendo en su caso la marca y modelo de los bienes, y  

XI. Salvo que exista impedimento, la estipulación de que los derechos de autor u 
otros derechos exclusivos, que se deriven de los servicios de consultorías, 
asesorías, estudios e investigaciones contratados, invariablemente se constituirán 
a favor del Gobierno Municipal o de la entidad, según corresponda.  

 
Artículo 51.- La adjudicación del contrato obligará a la dependencia o entidad y a la 
persona en quien hubiere recaído, a formalizar el documento relativo dentro de los 
veinte días naturales siguientes al de la notificación del fallo.  
 
Si el interesado no firmare el contrato por causas imputables al mismo, dentro del plazo 
a que se refiere el párrafo anterior, la dependencia o entidad podrá, sin necesidad de un 
nuevo procedimiento, adjudicar el contrato al participante que haya presentado la 
siguiente proposición solvente más baja, de conformidad con lo asentado en el 
dictamen, y así sucesivamente en caso de que este último no acepte la adjudicación, 
siempre que la diferencia en precio con respecto a la propuesta que inicialmente 
hubiere resultado ganadora, no sea superior al diez por ciento.  
 
El licitante a quien se hubiere adjudicado el contrato no estará obligado a suministrar 
los bienes o prestar el servicio, si la dependencia o entidad, por causas imputables a la 
misma, no firmare el contrato. En este supuesto, la dependencia o entidad, a solicitud 
escrita del licitante, cubrirá los gastos no recuperables en que hubiere incurrido para 
preparar y elaborar su propuesta, siempre que éstos sean razonables, estén 
debidamente comprobados y se relacionen directamente con la licitación de que se 
trate. 
 
El atraso de la dependencia o entidad en la formalización de los contratos respectivos, 
o en la entrega de anticipos, prorrogará en igual plazo la fecha de cumplimiento de las 
obligaciones asumidas por ambas partes.  
 
Artículo 52.- Los derechos y obligaciones que se deriven de los contratos no podrán 
cederse en forma parcial ni total en favor de cualquier otra persona, con excepción de 
los derechos de cobro, en cuyo caso se deberá contar con el consentimiento de la 
dependencia o entidad de que se trate.  
 
Artículo 53.- Cuando se requiera de un mismo bien o servicio de manera reiterada, 
podrán celebrar contratos abiertos conforme a lo siguiente:  

 
I. Se establecerá la cantidad mínima y máxima de bienes por adquirir o arrendar; o 

bien, el presupuesto mínimo y máximo que podrá ejercerse en la adquisición, el 
arrendamiento o la prestación del servicio. La cantidad o presupuesto mínimo que 
se requiera no podrá ser inferior al cuarenta por ciento de la cantidad o 
presupuesto máximo que se establezca; En casos de bienes que se fabriquen en 



forma exclusiva la cantidad o presupuesto mínimo que se requiera no podrá ser 
inferior al ochenta por ciento de la cantidad o presupuesto máximo que se 
establezca. No se podrán establecer plazos de entrega en los cuales no sea 
factible producir los bienes;  

II. Se hará una descripción completa de los bienes o servicios con sus 
correspondientes precios unitarios;  

III. En la solicitud y entrega de los bienes o servicios se hará referencia al contrato 
celebrado, y  

IV. Los plazos para el pago de los bienes o servicios no podrán exceder de treinta 
días naturales.  

 
Artículo 54.- Los proveedores que celebren los contratos a que se refiere este 
ordenamiento deberán garantizar:  

 
I. Los anticipos que, en su caso, reciban. Estas garantías deberán constituirse por la 

totalidad del monto de los anticipos, y  
II. El cumplimiento de los contratos.  

 
Para los efectos de este artículo, el Gobierno Municipal fijará las bases, forma y 
porcentajes, los cuales no deberán ser menores al 10% del valor del monto a contratar, 
a los que deberán sujetarse las garantías que deban constituirse. En los casos 
señalados en los artículos 41, fracciones IV, XI y XIV, y 42 de este ordenamiento, el 
servidor público que deba firmar el contrato, bajo su responsabilidad, podrá exceptuar al 
proveedor, de presentar la garantía de cumplimiento del contrato respectivo.  
 
La garantía de cumplimiento del contrato deberá presentarse a más tardar dentro de los 
diez días naturales siguientes a la firma del contrato, salvo que la entrega de los bienes 
o la prestación de los servicios se realice dentro del citado plazo y, la correspondiente al 
anticipo se presentará previamente a la entrega de éste, a más tardar en la fecha 
establecida en el contrato.  
 
Artículo 55.- Las garantías que deban otorgarse conforme a este ordenamiento se 
constituirán en favor de la Tesorería del Gobierno Municipal, por actos o contratos que 
se celebren.  
 
Artículo 56. No se recibirán propuestas o celebrará contrato alguno en las materias a  
que se refiere este ordenamiento, con las personas siguientes:  

 
I.- Aquéllas en que el servidor público que intervenga en cualquier etapa del 

procedimiento de contratación tenga interés personal, familiar o de negocios, 
incluyendo aquellas de las que pueda resultar algún beneficio para él, su cónyuge 
o sus parientes consanguíneos hasta el cuarto grado, por afinidad o civiles, o para 
terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o 
para socios o sociedades de las que el servidor público o las personas antes 
referidas formen o hayan formado parte;  



II.- Las que desempeñen un empleo, cargo o comisión en el servicio público, o bien, 
las sociedades de las que dichas personas formen parte, sin la autorización previa 
y específica de la Contraloría Interna Municipal conforme a la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos; así como las inhabilitadas para 
desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público;  

III.- Aquellos proveedores que, por causas imputables a ellos mismos, se les hubiere 
rescindido administrativamente uno o más contratos.  

IV.- Las que se encuentren inhabilitadas.  
V.- Los proveedores que se encuentren en situación de atraso en las entregas de los 

bienes o en la prestación de los servicios por causas imputables a ellos mismos, 
respecto de otro u otros contratos;  

VI.- Aquellas que hayan sido declaradas en suspensión de pagos, estado de quiebra 
o sujetas a concurso de acreedores; 

VII.- Aquellas que presenten propuestas en una misma partida de un bien o servicio 
en un procedimiento de contratación que se encuentren vinculadas entre sí por 
algún socio o asociado común;  

VIII.- Las que pretendan participar en un procedimiento de contratación y 
previamente hayan realizado o se encuentren realizando, por sí o a través de 
empresas que formen parte del mismo grupo empresarial, en virtud de otro 
contrato, trabajos de análisis y control de calidad, preparación de 
especificaciones, presupuesto o la elaboración de cualquier documento vinculado 
con el procedimiento en que se encuentran interesadas en participar;  

IX.- Aquellas que por sí o a través de empresas que formen parte del mismo grupo 
empresarial pretendan ser contratadas para elaboración de dictámenes, peritajes 
y avalúos, cuando éstos hayan de ser utilizados para resolver discrepancias 
derivadas de los contratos en los que dichas personas o empresas sean parte;  

X.- Las que celebren contratos sobre las materias reguladas por este ordenamiento 
sin estar facultadas para hacer uso de derechos de propiedad intelectual, y  

XI.- Las demás que por cualquier causa se encuentren impedidas para ello por 
disposición de ley.  

 
Artículo 57.- La fecha de pago al proveedor quedará sujeta a las condiciones que 
establezcan las mismas; siendo posterior a la presentación de la factura respectiva, 
previa entrega de los bienes o prestación de los servicios en los términos del contrato.  
 
Tratándose de pagos en exceso que haya recibido el proveedor, éste deberá reintegrar 
las cantidades pagadas en exceso, más los intereses correspondientes, conforme a lo 
señalado en el párrafo anterior. Los cargos se calcularán sobre las cantidades pagadas 
en exceso en cada caso y se computarán por días naturales desde la fecha del pago, 
hasta la fecha en que se pongan efectivamente las cantidades a disposición de la 
dependencia o entidad.  
 
En caso de incumplimiento en la entrega de los bienes o la prestación de los servicios, 
el proveedor deberá reintegrar los anticipos que haya recibido más los intereses 
correspondientes, conforme a lo establecido en el Código Fiscal como si se tratara del 
supuesto de prórroga para el pago de créditos fiscales. Los cargos se calcularán sobre 



el monto del anticipo no amortizado y se computarán por días naturales desde la fecha 
de su entrega hasta la fecha en que se pongan efectivamente las cantidades a 
disposición de la dependencia o entidad. 
Artículo 58.- Se deberá pactar penas convencionales a cargo del proveedor por atraso 
en el cumplimiento de las fechas pactadas de entrega o de la prestación del servicio, 
las que no excederán del monto de la garantía de cumplimiento del contrato, y serán 
determinadas en función de los bienes o servicios no entregados o prestados 
oportunamente. En las operaciones en que se pactare ajuste de precios, la penalización 
se calculará sobre el precio ajustado.  
 
Los proveedores quedarán obligados ante la dependencia o entidad a responder de los 
defectos y vicios ocultos de los bienes y de la calidad de los servicios, así como de 
cualquier otra responsabilidad en que hubieren incurrido, en los términos señalados en 
el contrato respectivo y en la legislación aplicable. 
 
Los proveedores cubrirán las cuotas compensatorias a que, conforme a la ley de la 
materia, pudiere estar sujeta la importación de bienes objeto de un contrato, y en estos 
casos no procederán incrementos a los precios pactados, ni cualquier otra modificación 
al contrato.  
 
Artículo 59.- Se podrá rescindir administrativamente los contratos en caso de 
incumplimiento de las obligaciones a cargo del proveedor, en cuyo caso el 
procedimiento deberá iniciarse dentro de los quince días naturales siguientes a aquél 
en que se hubiere agotado el monto límite de aplicación de las penas convencionales.  
 
Si previamente a la determinación de dar por rescindido el contrato, se hiciere entrega 
de los bienes o se prestaren los servicios, el procedimiento iniciado quedará sin efecto.  
 
El procedimiento de rescisión se llevará a cabo conforme a lo siguiente:  

 
I.- Se iniciará a partir de que al proveedor le sea comunicado por escrito el 

incumplimiento en que haya incurrido, para que en un término de diez días hábiles 
exponga lo que a su derecho convenga y aporte, en su caso, las pruebas que 
estime pertinentes;  

II.- Transcurrido el término a que se refiere la fracción anterior, se resolverá 
considerando los argumentos y pruebas que hubiere hecho valer, y  

III.- La determinación de dar o no por rescindido el contrato deberá ser debidamente 
fundada, motivada y comunicada al proveedor dentro de los quince días hábiles 
siguientes a lo señalado en la fracción I de este artículo. 

Asimismo, podrán dar por terminados anticipadamente los contratos cuando concurran 
razones de interés general, o bien, cuando por causas justificadas se extinga la 
necesidad de requerir los bienes o servicios originalmente contratados, y se demuestre 
que de continuar con el cumplimiento de las obligaciones pactadas, se ocasionaría 
algún daño o perjuicio a los intereses municipales. En estos supuestos el Gobierno 
Municipal reembolsará al proveedor los gastos no recuperables en que haya incurrido, 



siempre que éstos sean razonables, estén debidamente comprobados y se relacionen 
directamente con el contrato correspondiente.  
 
Artículo 60.- La dependencia solicitante tendrá la obligación de mantener los bienes 
adquiridos o arrendados en condiciones apropiadas de operación y mantenimiento, así 
como vigilar que los mismos se destinen al cumplimiento de los programas y acciones 
previamente determinados.  
 
Para los efectos del párrafo anterior, en los contratos de adquisiciones, arrendamientos 
o servicios, deberán estipular las condiciones que garanticen su correcta operación y 
funcionamiento; en su caso, la obtención de una póliza de seguro por parte del 
proveedor, que garantice la integridad de los bienes hasta el momento de su entrega y, 
de ser necesario, la capacitación del personal que operará los equipos.  
 
La adquisición de materiales cuyo consumo haga necesaria invariablemente la 
utilización de equipo propiedad del proveedor podrá realizarse siempre y cuando en las 
bases de licitación se establezca que a quien se adjudique el contrato deberá 
proporcionar el citado equipo sin costo alguno para el Gobierno Municipal durante el 
tiempo requerido para el consumo de los materiales.  
 
La dependencia solicitante deberá de informar a la Dirección de Adquisiciones de las 
irregularidades encontradas en los bienes adquiridos, para poder solicitar al proveedor 
la garantía correspondiente.  
 

CAPÍTULO SÉPTIMO 
DE LA INFORMACIÓN Y VERIFICACIÓN 

 
Artículo 61.- La forma y términos en que el Comité de Adquisiciones deberá remitir a la 
Contraloría Interna Municipal, a la Secretaría Administrativa, la información relativa a los 
actos y contratos materia de este ordenamiento, serán establecidos por dichas 
dependencia, en el ámbito de sus respectivas atribuciones. 
 
La información deberá remitirse a la Contraloría Interna Municipal a través de medios 
magnéticos o remotos de comunicación electrónica, conforme a las disposiciones 
administrativas que para tal efecto establezca la propia Contraloría Interna Municipal.  
 
Se conservarán en forma ordenada y sistemática toda la documentación comprobatoria 
de los actos y contratos materia de este ordenamiento, cuando menos por un lapso de 
tres años, contados a partir de la fecha de su recepción; excepto la documentación 
contable, en cuyo caso se estará a lo previsto por las disposiciones aplicables.  
 
Artículo 62.- La Contraloría Interna Municipal, en el ejercicio de sus facultades, podrá 
verificar, en cualquier tiempo, que las adquisiciones, arrendamientos y servicios se 
realicen conforme a lo establecido en este ordenamiento o en otras disposiciones 
aplicables. Si la Contraloría Interna Municipal determina la nulidad total del 
procedimiento de contratación por causas imputables a la convocante, la dependencia o 



entidad reembolsará a los licitantes los gastos no recuperables en que hayan incurrido, 
siempre que éstos sean razonables, estén debidamente comprobados y se relacionen 
directamente con la operación correspondiente.  
 
La Contraloría Interna Municipal podrá realizar las visitas e inspecciones que estime 
pertinentes a las dependencias y entidades que realicen adquisiciones, arrendamientos 
y servicios, e igualmente podrá solicitar a los servidores públicos y a los proveedores 
que participen en ellas todos los datos e informes relacionados con los actos de que se 
trate.  
 
Artículo 63.- La Contraloría Interna Municipal podrá verificar la calidad de las 
especificaciones de los bienes a través de los laboratorios, instituciones educativas y de 
investigación o con las personas que determine, en los términos que establece la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización y que podrán ser aquellos con los que cuente 
la dependencia o entidad de que se trate.  
 
El resultado de las comprobaciones se hará constar en un dictamen que será firmado 
por quien haya hecho la comprobación, así como por el proveedor y el representante de 
la dependencia o entidad respectiva, si hubieren intervenido. La falta de firma del 
proveedor no invalidará dicho dictamen.  
 
 

CAPÍTULO OCTAVO 
DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 

 
Artículo 64.- Los licitantes o proveedores que infrinjan las disposiciones de este 
ordenamiento, serán sancionados por la Contraloría Interna Municipal con multa 
equivalente a la cantidad de cincuenta hasta mil veces el salario mínimo general vigente 
en el Estado de Nuevo León elevado al mes, en la fecha de la infracción.  
 
Artículo 65. La Contraloría Interna Municipal, además de la sanción a que se refiere el 
artículo anterior, inhabilitará temporalmente para participar en procedimientos de 
contratación o celebrar contratos regulados por este ordenamiento, al licitante o 
proveedor que se ubique en alguno de los supuestos siguientes:  

 
I. Los licitantes que injustificadamente y por causas imputables a los mismos no 

formalicen el contrato adjudicado por la convocante;  
II. Los proveedores que se encuentren en el supuesto de la fracción III del artículo 56 

de este ordenamiento, respecto de dos o más dependencias o entidades;  
III. Los proveedores que no cumplan con sus obligaciones contractuales por causas 

imputables a ellos y que, como consecuencia, causen daños o perjuicios graves a 
la dependencia o entidad de que se trate; así como, aquellos que entreguen 
bienes con especificaciones distintas de las convenidas, y  

IV. Los licitantes o proveedores que proporcionen información falsa o que actúen con 
dolo o mala fe en algún procedimiento de contratación, en la celebración del 



contrato o durante su vigencia, o bien, en la presentación o desahogo de una 
queja en una audiencia de una inconformidad.  

 
La inhabilitación que se imponga no será menor de tres meses ni mayor de cinco años, 
plazo que comenzará a contarse a partir del día siguiente a la fecha en que la 
Contraloría Interna Municipal la haga del conocimiento de las dependencias y 
entidades, mediante la publicación de la circular respectiva en la Gaceta Municipal.  
 
Cualquier persona dentro de los quince días naturales siguientes a la fecha en que 
tengan conocimiento de alguna infracción a las disposiciones de este ordenamiento, 
remitirán a la Contraloría la documentación comprobatoria de los hechos 
presumiblemente constitutivos de la infracción. 
 
Artículo 66.- La Contraloría Interna Municipal impondrá las sanciones considerando:  

 
I. Los daños o perjuicios que se hubieren producido o puedan producirse;  
II. El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción;  
III. La gravedad de la infracción, y  
IV. Las condiciones del infractor.  

 
La Contraloría Interna Municipal impondrá las sanciones administrativas de que trata 
este Título, con base en las disposiciones relativas de la Ley de Justicia Administrativa 
para el estado de Nuevo León.  
 
Artículo 67.- La Contraloría Interna Municipal aplicará las sanciones que procedan, 
conforme a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 
Estado y de los Municipios de Nuevo León, a los servidores públicos que infrinjan las 
disposiciones de este ordenamiento.  
 
Artículo 68.- Las responsabilidades a que se refiere el presente ordenamiento serán 
independientes de las de orden civil o penal que puedan derivar de la comisión de los 
mismos hechos.  
 
Artículo 69.- No se impondrán sanciones cuando se haya incurrido en la infracción por 
causa de fuerza mayor o de caso fortuito, o cuando se observe en forma espontánea el 
precepto que se hubiese dejado de cumplir. No se considerará que el cumplimiento es 
espontáneo cuando la omisión sea descubierta por las autoridades o medie 
requerimiento, visita, excitativa o cualquier otra gestión efectuada por las mismas.  
 

 
CAPÍTULO NOVENO 

DE LAS INCONFORMIDADES 
 
Artículo 70.- Las personas interesadas podrán inconformarse ante la Contraloría Interna 
Municipal por cualquier acto del procedimiento de contratación que contravenga las 
disposiciones que rigen las materias objeto de este ordenamiento.  



 
La inconformidad será presentada, a elección del promoverte, por escrito o a través de 
medios remotos de comunicación electrónica que al efecto establezca la Contraloría 
Interna Municipal, dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquél en que ocurra el 
acto o el inconforme tenga conocimiento de éste.  
 
Transcurrido el plazo establecido en este artículo, precluye para los interesados el 
derecho a inconformarse, sin perjuicio de que la Contraloría Interna Municipal pueda 
actuar en cualquier tiempo en términos de ley.  
 
Lo anterior, sin perjuicio de que las personas interesadas previamente manifiesten a la 
Contraloría Interna Municipal las irregularidades que a su juicio se hayan cometido en el 
procedimiento de contratación, a fin de que las mismas se corrijan. La falta de 
acreditamiento de la personalidad del promovente será causa de desechamiento.  
 
Artículo 71.- En la inconformidad que se presente en los términos a que se refiere este 
Capítulo, el promovente deberá manifestar, bajo protesta de decir verdad, los hechos 
que le consten relativos al acto o actos que aduce son irregulares y acompañar la 
documentación que sustente su petición. La falta de protesta indicada será causa de 
desechamiento de la inconformidad.  
 
La manifestación de hechos falsos se sancionará conforme a las disposiciones de este 
ordenamiento y a las demás que resulten aplicables.  
 
Cuando una inconformidad se resuelva como no favorable al promovente por resultar 
notoriamente improcedente y se advierta que se hizo con el único propósito de retrasar 
y entorpecer la continuación del procedimiento de contratación; se le impondrá multa 
conforme a este ordenamiento.  
 
Artículo 72.- En las inconformidades que se presenten a través de medios remotos de 
comunicación electrónica deberán utilizarse medios de identificación electrónica en 
sustitución de la firma autógrafa.  
 
Dichas inconformidades, la documentación que las acompañe y la manera de acreditar 
la personalidad del promovente, se sujetarán a las disposiciones técnicas que para 
efectos de la transmisión expida la Contraloría Interna Municipal, en cuyo caso 
producirán los mismos efectos que las leyes otorgan a los medios de identificación y 
documentos correspondientes.  
 
Artículo 73.- La Contraloría Interna Municipal podrá de oficio o en atención a las 
inconformidades a que se refiere el artículo 70 del presente ordenamiento, realizar las 
investigaciones que resulten pertinentes, a fin de verificar que los actos de cualquier 
procedimiento de contratación se ajustan a las disposiciones de este ordenamiento, 
dentro de un plazo que no excederá de cuarenta y cinco días naturales contados a 
partir de la fecha en que tenga conocimiento del acto irregular.  
 



Transcurrido dicho plazo, deberá emitir la resolución correspondiente dentro de los 
treinta días hábiles siguientes.  
 
La Contraloría Interna Municipal podrá requerir información a las dependencias o 
entidades correspondientes, quienes deberán remitirla dentro de los diez días naturales 
siguientes a la recepción del requerimiento respectivo.  
 
Una vez admitida la inconformidad o iniciadas las investigaciones, la Contraloría Interna 
Municipal deberá hacerlo del conocimiento de terceros que pudieran resultar 
perjudicados, para que dentro del término a que alude el párrafo anterior manifiesten lo 
que a su interés convenga. Transcurrido dicho plazo sin que el tercero perjudicado haga 
manifestación alguna, se tendrá por precluido su derecho.  
 
Durante la investigación de los hechos a que se refiere este artículo, la Contraloría 
Interna Municipal podrá suspender el procedimiento de contratación, cuando:  

 
I. Se advierta que existan o pudieren existir actos contrarios a las disposiciones de 

este ordenamiento o a las que de ella deriven, o bien, que de continuarse con el 
procedimiento de contratación pudiera producirse daños o perjuicios a la 
dependencia o entidad de que se trate, y  

II. Con la suspensión no se cause perjuicio al interés social y no se contravengan 
disposiciones de orden público. La dependencia o entidad deberá informar dentro 
de los tres días hábiles siguientes a la notificación de la suspensión, aportando la 
justificación del caso, si con la misma no se causa perjuicio al interés social o bien, 
se contravienen disposiciones de orden público, para que la Contraloría resuelva 
lo que proceda.  

 
Cuando sea el inconforme quien solicite la suspensión, éste deberá garantizar los 
daños y perjuicios que pudiera ocasionar, mediante fianza por el monto que fije la 
Contraloría Interna Municipal, de conformidad con los lineamientos que al efecto expida; 
sin embargo, el tercero perjudicado podrá dar contrafianza equivalente a la que 
corresponda a la fianza, en cuyo caso quedará sin efecto la suspensión. 
 
Artículo 74.- La resolución que emita la Contraloría Interna Municipal tendrá por 
consecuencia:  

 
I. La nulidad del acto o actos irregulares estableciendo, cuando proceda, las 

directrices necesarias para que el mismo se reponga conforme a este 
ordenamiento;  

II. La nulidad total del procedimiento, o  
III. La declaración relativa a lo infundado de la inconformidad.  

 
Artículo 75.- En contra de la resolución de inconformidad que dicte la Contraloría 
Interna Municipal, se podrá impugnarla ante las instancias jurisdiccionales competentes.  
 

 



TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. El presente reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo León.  
 
SEGUNDO. Se abroga todas aquellas disposiciones que se opongan al presente 
Reglamento.  
 
TERCERO. Envíese para su publicación en el Periódico Oficial del Estado, por 
conducto de la Secretaría General de Gobierno, par que produzca sus efectos legales 
correspondientes y publíquese en la Gaceta Municipal.  
 
Dado en Ciudad Anáhuac, Nuevo León, a los 23 (veintitres) días del mes de febrero del 
2012-dos mil doce.  
 

T. P. SANTOS JAVIER GARZA GARCIA 
PRESIDENTE MUNICIPAL 

 
 
 

PROF. JOSE GUADALUPE GUTIERREZ LOZANO 
SECRETARIO DEL REPUBLICANO AYUNTAMIENTO 


